INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 20 DE MAYO DE 2015 RELATIVO A LA FISCALIZACIÓN PREVIA DE LAS DISTINTAS FASES DEL GASTO EN MATERIA DE SUBVENCIONES CUANDO SE HAN SELECCIONADO ENTIDADES COLABORADORAS PARA LA GESTIÓN DE LAS AYUDAS.
Modalidad de informe: Consulta.

Áreas temáticas: Subvenciones. Gasto público.

Informe vigente.

Se plantea ante esta Intervención General, procedente de la Viceconsejería de Innovación, Industria, Comercio y Consumo de la Consejería de Economía y Hacienda, consulta relativa a la necesidad de fiscalización previa al pago a los beneficiarios de las ayudas previstas en Acuerdo del Consejo de Gobierno de 31 de julio de 2014 por el que se establece el procedimiento para la concesión de ayudas cofinanciadas por el fondo Europeo de Desarrollo Regional para el apoyo al tejido industrial y empresarial del Corredor del Henares y el Sur Metropolitano.
La consulta planteada trae causa de los siguientes
ANTECEDENTES
1. El 18 de agosto de 2014 se publicó en el Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid el Acuerdo de 31 de julio de 2014, del Consejo de Gobierno, por el que se establece el procedimiento de concesión directa de ayudas cofinanciadas por el Fondo Europeo de Desarrollo Regional para el apoyo al tejido industrial y empresarial del Corredor del Henares y el Sur Metropolitano, dentro del Programa Operativo de la Comunidad de Madrid para el período 2014-2020, y se convoca el procedimiento de concurrencia para la selección de entidad colaboradora para la gestión de dichas ayudas. Dicho Acuerdo se modifica el 11 de septiembre de 2014 (BOCM 12 de septiembre de 2014), ampliando el plazo de presentación de las ayudas hasta 30 de septiembre de 2014.
2. La Orden de disponibilidad de los créditos asociados a esta línea de ayudas se publica en el BOCM de fecha 28 de agosto de 2014, previa la tramitación del expediente de gasto correspondiente, cuya autorización correspondió al Consejo de Gobierno, ascendiendo el crédito asignado a la ayuda a 8.000.000 de Euros.
3. La entidad colaboradora seleccionada para la gestión de estas ayudas es la Asociación Madrid Network, de acuerdo con lo dispuesto en la Orden del Consejero de Economía y Hacienda de 4 de septiembre de 2014.
4. Con fecha 10 de septiembre de 2014 se firma el convenio de colaboración con la entidad colaboradora Madrid Network, en el que se estipula la entrega a la entidad colaboradora de la totalidad del crédito asignado a la línea de ayudas, en el plazo máximo de 15 días desde la fecha de firma del convenio, tramitándose en consecuencia un documento OK por el mencionado importe. La entrega de los fondos se produce, por lo tanto, con carácter previo a la selección de los beneficiarios.
5. La Viceconsejería de Innovación, Industria, Comercio y Consumo de la Consejería de Economía y Hacienda consulta lo siguiente:
“se solicita sea informada esta Viceconsejería de la necesidad o no de fiscalización previa al pago por la Entidad Colaboradora a cada una de las empresas beneficiarias de estas ayudas una vez finalice el plazo de presentación de la documentación justificativa y de comprobación material de la inversión.”
El escrito no se acompaña de documentación alguna ni expone los fundamentos de los que derivan las dudas sobre el régimen de control aplicable. 
Para resolver la consulta planteada se considera necesario partir de la exposición de aspectos generales, por lo que procede realizar las siguientes

CONSIDERACIONES

PRIMERA: Aspectos generales relativos al establecimiento de subvenciones gestionadas mediante entidades colaboradoras.
El establecimiento de una línea de subvención requiere  con carácter previo  la realización de una fase de planificación (art.8, básico,  de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones –en adelante Ley 38/2003), durante la cual deberán concretarse en un plan estratégico los objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación, el plazo necesario para su consecución, los costes previsibles y sus fuentes de financiación, supeditándose en todo caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria.

El plan estratégico es una herramienta fundamental en el diseño de cualquier tipo de subvención ya que será determinante en la decisión de la utilización de un procedimiento u otro así como la previsión de solicitudes que por su cantidad o complejidad nos pueden llevar a decidir la gestión a través de entidades colaboradoras, la distribución del gasto a lo largo de los ejercicios, la necesidad de tramitar de forma anticipada o plurianual y especialmente todos aquellos aspectos relacionados con el cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria que exige una asignación y utilización eficiente de los recursos públicos, eficaz para cumplir los objetivos planteados por la línea de ayuda. (art. 8.3 Ley 38/2003) 
No resulta eficiente ni cumpliría adecuadamente las exigencias derivadas de la aplicación de los principios de estabilidad presupuestaria, recogidos igualmente en el artículo 8.3 de la Ley 38/2003, una asignación de gasto que no contemplara la aplicación de los principios presupuestarios de imputación a cada ejercicio de obligaciones generadas en el mismo y no utilizara los recursos previstos en la norma de tramitación anticipada o de gastos plurianuales. (art. 45 y ss de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, en adelante Ley 9/1990). 
Una vez finalizada esta fase de planificación, procede el establecimiento y aprobación de las bases reguladoras que, en general, tienen la consideración de normas reglamentarias (artículo 17.1 de la Ley 38/2003 si bien en algunos supuestos en los que la aplicación se limita en el tiempo, o se aplican a un único beneficiario, (lo que ocurre en el caso de los convenios por ejemplo), tendrán el carácter de actos administrativos.  
Cuando las bases reguladoras tienen carácter normativo, la Intervención debe emitir informe no fiscal, con carácter preceptivo (artículo 17.1 de la Ley 38/2003) y su procedimiento de aprobación será el correspondiente a las disposiciones de carácter general. 

En el caso ordinario de concurrencia competitiva, las bases reguladoras son aprobadas mediante Orden del Consejero competente, mientras que en los procedimientos excepcionales de concesión directa con pluralidad de beneficiarios, previstos en el artículo 4.5 apartado c) de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, de subvenciones de la Comunidad de Madrid (en adelante Ley 2/1995) se aprueban mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno. Esta segunda modalidad ha sido la utilizada en el caso que nos ocupa. 
Las bases reguladoras pueden establecer la posibilidad de que el órgano concedente actúe a través de una entidad colaboradora, cuyo procedimiento de selección y la subsiguiente gestión de la ayuda por ésta es independiente y no debe confundirse con el procedimiento de concesión de la ayuda, cuyo objetivo es la selección de los beneficiarios de la misma,  por más que sea posible que en un mismo Acuerdo u Orden, como es este el caso, se establezcan ambos procedimientos.
El Acuerdo de 31 de julio de 2014, objeto de la consulta, diferencia dos procedimientos:  
a) - un procedimiento para la concesión directa de subvenciones, que regula los requisitos a cumplir por los beneficiarios de las subvenciones y las reglas aplicables a unas ayudas que se concederán durante un único ejercicio y en las que se establece que el órgano concedente puede actuar con la asistencia de una entidad colaboradora.
b) - un procedimiento para la selección de la entidad colaboradora, estableciendo además las condiciones en las que se formalizará y desarrollará la relación jurídica entre el órgano concedente y la entidad que actúa en su nombre. Se incluye además como Anexo un modelo de convenio que será el que recoja la relación entre el órgano concedente y la entidad colaboradora.
La posición de las entidades colaboradoras
 en el marco del proceso de concesión de subvenciones, viene caracterizada por las siguientes notas, de acuerdo con las previsiones del  art. 12 Ley 38/2003 y del artículo 5 de la Ley 2/1995:

1. Realizan una función auxiliar de la Administración concedente. De acuerdo con el apartado primero, “actúa en nombre y por cuenta del órgano concedente” a todos los efectos relacionados con la subvención. 
Por lo tanto, es necesario tener en cuenta que la entidad colaboradora no puede realizar actuaciones que no pudiera realizar el órgano concedente, siendo especialmente relevante en el caso que nos ocupa las limitaciones derivadas de la naturaleza jurídica privada de la entidad colaboradora seleccionada. No disponen de la misma posibilidad de gestión una entidad pública que una asociación privada no incluida entre las entidades que forman el sector público de la Comunidad de Madrid. 
2. El alcance de las actuaciones que pueden realizar es variable y vendrá determinada en las bases y el convenio que se firme al efecto.

Pueden entregar y distribuir los fondos públicos a los beneficiarios cuando así se establezca en las bases reguladoras, o colaborar en la gestión de la subvención sin que se produzca la previa entrega y distribución de los fondos recibidos. 
3. La condición de entidad colaboradora puede ser obtenida por un amplio rango de entidades de diferente naturaleza, desde administraciones públicas entendidas en sentido estricto,  organismos y demás entes públicos, sociedades mercantiles participadas íntegra o mayoritariamente por las Administraciones públicas, organismos o entes de derecho público y las asociaciones a que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, así como las demás personas jurídicas públicas o privadas que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.

Las actividades que pueden ser asumidas en nombre y por cuenta del ente concedente dependerán en gran parte de su naturaleza toda vez que el ejercicio de determinadas potestades se regirá por normas de procedimiento tanto de gasto como de procedimiento administrativo de aplicación necesaria.
Por lo que se refiere a las personas jurídicas privadas, su selección está sujeta a procedimientos de publicidad y concurrencia y además a la normativa de contratos del sector público si por su objeto resultara aplicable.
4. Su posición es completamente diferente a la de los beneficiarios. La Ley ha previsto incluso que en el caso de que determinadas entidades hayan sido denominadas “beneficiarias” por la normativa comunitaria, cuando tengan encomendadas exclusivamente las funciones enumeradas en la legislación de subvenciones para este tipo de entidades, sea la normativa relativa a las entidades colaboradoras la que les resulte aplicable. 
5.- Son depositarias de los fondos públicos, que en ningún caso se considerarán integrantes de su patrimonio.
En este punto es necesario señalar que el hecho de que se anticipen fondos a  la entidad colaboradora no altera la aplicación de la normativa presupuestaria y de gasto a la que queda sometida el órgano concedente en cuyo nombre actúa, lo que supone que los principios de ejecución del presupuesto continúan vigentes, siendo especialmente importante recordar que de acuerdo con el artículo 56 de la Ley 9/1990, los créditos para gastos que en el último día del ejercicio presupuestario, no estén afectados al cumplimiento de obligaciones ya reconocidas quedarán anulados de pleno derecho, sin más excepciones que las establecidas en la Ley para las incorporaciones previstas en el artículo 67.
En este sentido, es necesario recordar que también desde el punto de vista de la regulación del procedimiento administrativo existen limitaciones, puesto que el artículo 6 de la Ley 2/1995 en su apartado 4 permite que las bases extiendan su vigencia para más de un ejercicio pero obliga a que la aprobación del gasto se realice con carácter anual. Esto supone que la convocatoria o la disponibilidad de los créditos para la concesión de ayudas corresponde a cada uno de los ejercicios y no existe la posibilidad de extender la fase de concesión más allá del ejercicio al que corresponde la convocatoria o la orden de disponibilidad.

Sí existe la posibilidad de distribuir el gasto con carácter plurianual si la actividad subvencionada o la forma de pago de la subvención al acreedor de la misma, es decir al beneficiario, se produce en ejercicios posteriores al de la convocatoria e igualmente existe la posibilidad de tramitar de forma anticipada si fuera necesario.

Cuando se tramitan los expedientes a través de entidades colaboradoras, estos principios y limitaciones deben tenerse en cuenta para establecer las entregas de fondos a la misma.
SEGUNDA: Aspectos relativos al proceso de gasto.
Los expedientes mediante los que se otorgan subvenciones por lo que se refiere a su tramitación administrativa quedan sujetos a la aplicación de normas de procedimiento, más visibles por cuanto detallan la tramitación necesaria para la adopción de los actos declarativos de derechos y sus normas sustantivas para hacer efectivo el pago, el reintegro o las sanciones derivadas de los incumplimientos. Estas normas poco detallan del gasto asociado por lo que la tramitación queda afectada de forma simultánea al cumplimiento de la normativa general relativa al proceso de gasto.
De acuerdo con el artículo 68 de la Ley 9/1990, la gestión económica y financiera de los créditos, se concreta sucesivamente en las siguientes fases, que comprenden el proceso del gasto:

 a) Autorización, es el acto de previsión en virtud del cual la autoridad competente acepta una propuesta para la realización del gasto, calculado de forma cierta o aproximada por exceso, reservando a tal fin el importe de la propuesta, del crédito presupuestario adecuado, habida cuenta de la finalidad y naturaleza económica del gasto.

Desde el punto de vista del procedimiento de otorgamiento de subvenciones, podemos diferenciar dos supuestos:

- En la concurrencia competitiva, existirá una convocatoria que tiene carácter de acto administrativo por el que se inicia de oficio el procedimiento, que exige su aprobación y publicación por el órgano competente. Este acto administrativo establece la cuantía anual de la convocatoria (art 6 Ley 2/1995), que es el importe del gasto que queda reservado para atender las obligaciones derivadas del procedimiento administrativo que se desarrolle. Desde el punto de vista del gasto, su distribución puede ser plurianual siempre que la concesión se produzca en el ejercicio de la convocatoria y el pago se derive a uno o varios ejercicios posteriores. También puede tramitarse de forma anticipada.
- En la concesión directa con pluralidad de beneficiarios, una vez aprobada la base reguladora mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno, es necesario tramitar también un expediente de gasto, mediante Orden del órgano concedente, el cual se asignan créditos para poder cumplir las obligaciones de contenido económico derivadas de la concesión. 

Es la Orden que declara la disponibilidad de los créditos (art 4.5 c. 1º de la Ley 2/1995) la que asocia a la línea de ayuda un importe de gasto que actuará como limitativo de las concesiones que se produzcan y que  debe ser publicado en el BOCM.
En función del contenido de la actividad subvencionada, el crédito puede distribuirse de forma plurianual.
Tratándose de expedientes de gasto, las Órdenes también quedan sujetas a fiscalización previa pero no obstante, al contrario de lo que ocurre con los procedimientos de concurrencia competitiva, su publicación no supone la apertura de procedimiento alguno, dado que en estos supuestos cada procedimiento se inicia de forma individual, a instancia de parte, con la presentación de la solicitud de los interesados o en la forma que se establezca en las bases reguladoras, finalizando igualmente de forma independiente para cada uno de ellos.
b) Disposición, es el acto en virtud del cual la autoridad competente acuerda, concierta o determina, según los casos, después de cumplir los trámites que con acuerdo a derecho procedan, la cuantía concreta que debe alcanzar el compromiso económico para la realización de todo tipo de actuaciones por un tercero. Con los actos de disposición o compromiso queda formalizada la reserva del crédito por un importe y condiciones exactamente determinadas.

En el caso habitual en el que la gestión se realiza directamente por la propia Administración, la fase de disposición se corresponde con la finalización de la fase declarativa de derechos, es decir, con el acto de concesión que supone contablemente la reserva del importe para el beneficiario, que será el que deba realizar la actividad o cumplir los requisitos establecidos y que será el que obtendrá un incremento patrimonial a consecuencia de la percepción de la ayuda.

No obstante, en el caso de la gestión de ayudas a través de entidades colaboradoras, el procedimiento presenta a partir de esta fase ciertas peculiaridades.

La normativa de la Comunidad de Madrid no ha recogido modificaciones para adaptar su contenido a la Ley 38/2003, pero sí lo ha hecho la normativa estatal de forma que en muchos casos es necesario acudir a la misma para dar claridad a los procedimientos.

Así el artículo 75 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, se refiere expresamente a la Ley 38/2003 cuando en su apartado 3 señala lo siguiente:
“3. Las órdenes de pago se expedirán a favor del acreedor que figura en la correspondiente propuesta de pago si bien, por Orden del Ministro de Economía, se podrán regular los supuestos en que puedan expedirse a favor de Habilitaciones, Cajas pagadoras o Depositarías de fondos, así como entidades colaboradoras de conformidad con la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y otros agentes mediadores en el pago, que actuarán como intermediarias para su posterior entrega a los acreedores.”
Las entidades colaboradoras son agentes mediadores en el pago, es decir entidades intermediarias entre la Administración y los acreedores.

Una vez finalizado el procedimiento de selección de la entidad colaboradora, procede la firma de un convenio o un contrato en el que se establecerán con carácter obligatorio ciertos contenidos de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley 38/2003, entre los que se encuentran 

“f) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, determinación del período de entrega de los fondos a la entidad colaboradora y de las condiciones de depósito de los fondos recibidos hasta su entrega posterior a los beneficiarios.

g) En caso de colaboración en la distribución de los fondos públicos, condiciones de entrega a los beneficiarios de las subvenciones concedidas por el órgano administrativo concedente.”

Por lo tanto, el convenio determinará los fondos que gestionará la entidad colaboradora y que procede hacer llegar a la misma, normalmente a una cuenta específica que permita su control. 
La fase de disposición de gasto se realizará a favor de la entidad colaboradora que percibe los fondos premisa necesaria para que pueda cumplir las obligaciones reflejadas en el convenio como son la entrega de las subvenciones a los que resulten beneficiarios. El acto de concesión corresponde al órgano concedente. 
La tramitación que se ha venido realizando para poner a disposición de la entidad colaboradora  los fondos parten de la elaboración de documentos contables “D” en los que aparece como tercero la entidad colaboradora, elaborándose en algunos supuestos como el que nos ocupa, el documento “OK” de forma inmediata y por la totalidad del crédito asignado en el ejercicio, lo que supone la puesta a disposición efectiva de los fondos antes de que se produzca la selección de beneficiarios y la concesión de las ayudas. 
Con independencia de la tramitación de los documentos contables cuyo objetivo es poner a disposición del agente mediador en el pago los fondos que posteriormente distribuye, existe un acto administrativo de concesión mediante el cual se determina la cuantía concreta del compromiso económico de la Comunidad de Madrid frente al tercero, que será exigible si realiza la actuación que le corresponde o cumple las condiciones impuestas por el órgano concedente, quedando formalizada la reserva del crédito por un importe y condiciones exactamente determinadas.

c) Reconocimiento de la obligación es la operación por la que se contrae en cuentas los créditos exigibles contra la Administración comunitaria, reconociendo que ésta queda obligada frente a un tercero a cumplir una prestación dineraria.

La propuesta de pago, es la operación por la que el representante autorizado del Centro gestor que ha reconocido la existencia de una obligación de pagar en favor de un tercero, solicita de la Consejería de Hacienda, o persona que tenga encomendada las funciones del artículo 111 de la presente Ley (las correspondientes a la Tesorería), que, de acuerdo con la normativa vigente, realice su pago.

Debemos por lo que se refiere al pago, por lo tanto, diferenciar igualmente los dos supuestos: 
a) - El reconocimiento de la obligación y el pago a favor de la entidad colaboradora es simplemente una puesta a disposición del agente intermediario de los fondos para que los transfiera a los beneficiarios cuando sea exigible. 
b) - El reconocimiento de la obligación respecto a los beneficiarios en el marco del procedimiento de concesión de subvenciones resulta el acto principal de la fase de ejecución, mediante el cual la Administración queda obligada frente al tercero que pasa a tener la condición de acreedor de una obligación exigible.
El acto de reconocimiento de la obligación a favor de un tercero frente al que queda obligada la Comunidad de Madrid cuando no existe entidad colaboradora se corresponde con la fase contable OK puesto que se realizan de forma simultánea el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago, incorporando el documento contable el acto administrativo.
Cuando existe entidad colaboradora intermediaria, será igualmente necesaria la existencia de ese acto administrativo de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago del que se derive la condición de acreedor del beneficiario que ha cumplido las condiciones para percibir las ayudas y a consecuencia del cual queda la Comunidad de Madrid obligada ante él.

El acto de reconocimiento de la obligación a favor del beneficiario y la propuesta de pago no supone la necesidad de existencia de documento contable en todas las ocasiones sino que tiene entidad propia y en materia de subvenciones se produce:
- cuando las subvenciones se abonan después de la presentación de justificación, mediante el acto del órgano concedente una vez comprobada la justificación documental con arreglo al método establecido en las bases reguladoras, a cuyo fin revisará la documentación que obligatoriamente deba aportar el beneficiario o la entidad colaboradora con la finalidad de instar a la liquidación que proceda. (art.84 Reglamento)
- cuando las subvenciones se abonan de forma anticipada, el reconocimiento de la obligación se produce cuando el beneficiario cumpla los requisitos previstos en la base debiendo entonces la Administración declarar exigible el derecho e instar a la entidad colaboradora a que proceda a su pago. En este supuesto, el acto de concesión, el reconocimiento de la obligación y la propuesta de pago pueden realizarse de forma simultánea cuando existe entidad colaboradora por economía de trámites.

La justificación en este caso se produce posteriormente y corresponde al órgano concedente su control para en caso de no ser adecuada iniciar el procedimiento de reintegro con el ingreso correspondiente.
Respecto a las competencias para realizar las diferentes fases del proceso de gasto, (salvo los supuestos en los que resulta competente el Consejo de Gobierno en las fases de autorización o compromiso), debemos atender al artículo 69 de la Ley 9/1990, que en el ámbito del Presupuesto de la Administración de la Comunidad de Madrid establece lo siguiente: 
- Son atribuciones del Presidente de la Comunidad y de cada Consejero, en cuanto a los gastos propios de los servicios a su cargo, los actos y operaciones correspondientes al proceso del gasto, dentro de sus respectivas competencias.

- Estas mismas atribuciones corresponden a los Consejos de Administración respectivos de los Órganos de Gestión dependientes directamente de la Administración de la Comunidad, con las excepciones que puedan resultar, según las Leyes o sus Decretos de creación, de la relación de dependencia con la Consejería a la que están adscritos.

-. En el ámbito de los Organismos Autónomos, compete a los Gerentes de los Organismos Autónomos de la Comunidad, en cuanto a los gastos propios de sus créditos, los actos y operaciones correspondientes a los procesos del gasto.

Corresponde al Consejo de Administración de los Órganos de Gestión dependientes de Organismos Autónomos, con las mismas salvedades que éstos, respecto a sus propios créditos, las operaciones y actos referidos al proceso del gasto. La propuesta de pago irá dirigida a quien tenga la competencia en el Organismo Autónomo de quien dependa.

Todo lo anterior debe entenderse sin perjuicio de lo previsto en la Ley 1/1984, de 19 de enero, reguladora de la Administración Institucional de la Comunidad de Madrid, en la norma de creación de cada uno de ellos, y con las salvedades que puedan resultar, según las leyes, de la relación de dependencia con la Consejería u Organismo a la que estén adscritos.

Interesa destacar que el apartado tercero establece que “Las competencias referidas al proceso del gasto podrán delegarse en los términos previstos en las disposiciones vigentes.”, resultando de aplicación las normas de delegación previstas en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, que no han previsto delegaciones de estos actos en entidades de naturaleza jurídica privada.

TERCERA: Sistemas de control.
Vistos de forma muy general el procedimiento administrativo y el proceso de gasto en materia de subvenciones, procede ahora determinar el sistema de control vigente en la Comunidad de Madrid en esta materia, al que se refiere específicamente el artículo 12 de la Ley 2/1995 y de cuyo análisis resulta lo siguiente: 

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 9/1990 y el Decreto 45/1997, el control interno de la gestión económico-financiera del sector público autonómico se realizará por la Intervención General de la Comunidad de Madrid y las Intervenciones Delegadas, dependientes de aquella, mediante el ejercicio de la función interventora, el control financiero y el control contable.

De estas tres modalidades de control interno, el artículo 12 de la Ley 2/1995 se refiere para la aplicación a las subvenciones de forma expresa a uno de ellos, la función interventora, señalando que debe ejercerse de acuerdo con lo dispuesto en el citado artículo y en las demás disposiciones que resulten de aplicación, es decir, la normativa presupuestaria y de gasto, puesto que es esta normativa la que regula tanto el ejercicio de los diferentes controles por la propia Intervención como las normas relativas a los expedientes de gasto, del que las subvenciones no son más que una modalidad. 

Situados por lo tanto en el marco de la función interventora, se aprecia que el apartado segundo la define de forma general. Si comparamos esta definición con la recogida en la normativa presupuestaria, resulta que en apariencia la recogida en la Ley 9/1990 parece más detallada por lo que es necesario ponerla en relación con el resto de los apartados para determinar su alcance.

	Ley 2/1995
	Ley 9/1990

	2. La función interventora tiene por objeto controlar todas las ayudas y subvenciones públicas que están dentro del ámbito de aplicación de esta Ley, con el fin de asegurar que la administración de la Hacienda se ajuste a las disposiciones legales aplicables a cada caso. 


	2. La función interventora tiene por objeto controlar todos los actos de la Administración de la Comunidad y de sus Organismos Autónomos que den lugar al reconocimiento de derechos y obligaciones de contenido económico, así como los ingresos y pagos que de ellos se deriven, y la recaudación, inversión, o aplicación en general de los caudales públicos, con el fin de asegurar que la administración de la Hacienda se ajuste a las disposiciones legales aplicables en cada caso.



Son los apartados tercero y cuarto los que dotan de contenido a la definición:

- el apartado tercero porque hace referencia a aspectos específicos de las subvenciones que presentan alguna especialidad respecto a la fiscalización general recogida y desarrollada por la normativa presupuestaria, que resulta aplicable. 

- el apartado cuarto que señala que “Estarán sometidos a dicho régimen de control las entidades colaboradoras, beneficiarios y terceros relacionados con el objeto de la subvención, quedando obligados a facilitar el ejercicio de las funciones que corresponden a la Intervención General”

Si comparamos los aspectos que cada una de las normas consideran desarrollo de esta función, encontramos lo siguiente.

	Ley 2/1995: Art. 2 “Ámbito de aplicación” y Art. 12: Del régimen de control de las subvenciones.
	Art 83 de la Ley 9/1990, desarrollado por Decreto 45/1997: Artículos 6 y 9

	3. El ejercicio de la expresada función (respecto de las subvenciones públicas cuya concesión corresponde a la Administración de la Comunidad de Madrid, Organismos Autónomos Administrativos, Organismos Autónomos Mercantiles, Empresas Públicas y Entes Públicos de la Comunidad de Madrid)

comprenderá: 

a) La intervención previa de los expedientes de aprobación de las bases reguladoras y de las correspondientes convocatorias.
b) La intervención previa del documento o expediente de concesión de la subvención.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.

d) La intervención material del pago.

e) La intervención de la aplicación o empleo de la cantidad concedida en la subvención.


	El ejercicio de la función interventora (aplicable a la Administración de la Comunidad de Madrid y sus organismos autónomos según artículo ) en sus aspectos formal y material de la actividad económica comprenderá:

a) La fiscalización previa de todo acto, expediente o documento susceptible de producir derechos u obligaciones, en sus fases de autorización, disposición, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago. Si dichas fases procedimentales se acumularan en un solo acto, será éste el que deberá ser fiscalizado.

c) La intervención formal de la ordenación del pago.

d) La intervención material del pago.

e) La intervención de la aplicación o empleo de los fondos públicos que abarcará:

1. La comprobación material de obras, suministros, adquisiciones, servicios y subvenciones.

2. El examen documental de las cuentas justificativas de los pagos a justificar y anticipos de caja fija.


Analizando cada uno se los apartados, resulta lo siguiente:
“3. El ejercicio de la expresada función comprenderá: 

a) La intervención previa de los expedientes de aprobación de las bases reguladoras y de las correspondientes convocatorias.”

Respecto a este apartado es necesario señalar que la Ley 38/2003 introdujo aspectos aplicables a las Comunidades Autónomas dado su carácter básico, que difieren de las normas preexistentes y que es necesario interpretar en el marco de la mencionada norma. Uno de ellos es el concepto de base reguladora, calificada en la mayor parte de los supuestos como norma reglamentaria y que en este caso más que “intervenida” sería “informada” por la Intervención, como cualquier otra norma reglamentaria. La Ley 2/1995 no hace diferencias entre base reguladora y convocatoria, por lo que tampoco aplica de forma precisa los términos respecto a la aplicación de las formas de control.

En este sentido, es necesario tener en cuenta que no solamente la Administración de la Comunidad de Madrid y sus organismos autónomos administrativos pueden otorgar subvenciones sino también otros con procedimientos de gasto diferenciados de los anteriores, también sujetos a función interventora de acuerdo con el ámbito de aplicación de la norma y a los que expresamente se refiere el artículo 6 del Decreto 45/1997, que señala que “están sujetos a la función interventora los Organismos autónomos mercantiles, las empresas públicas y demás entes públicos autonómicos, respectó de las subvenciones y ayudas públicas por ellos concedidas”.

“b) La intervención previa del documento o expediente de concesión de la subvención.”

Como hemos visto, en el supuesto de actuación mediante entidad colaboradora cuando gestiona los pagos a los beneficiarios, se fiscaliza el expediente de gasto por el que se traspasan los fondos a la entidad colaboradora y además queda sujeto a fiscalización previa  el acto por el cual el órgano competente concede la ayuda, aunque en este caso no quedará asociado a un documento contable..

“c) La intervención formal de la ordenación del pago.”

d) La intervención material del pago.

Serán fiscalizables por lo tanto estas dos fases para todos aquellos sujetos que quedan afectados por este régimen de control tal y como se expuso anteriormente.

Cuando el proceso de gasto corresponde a la Administración de la Comunidad de Madrid, como hemos visto, existe en el proceso de gasto una fase diferenciada de reconocimiento de la obligación, que se realiza de forma simultánea al pago y que en otro tipo de organismos no se diferencia. 
Cuando el reconocimiento de la obligación se produce en el marco de la gestión de las ayudas por una entidad colaboradora que tiene a su disposición unos fondos para su entrega a los beneficiarios de las ayudas, como hemos visto anteriormente, debe existir un acto del órgano competente que reconoce la exigibilidad de la obligación y la procedencia del pago de la al beneficiario.
Por aplicación de la Ley 9/1990 y el Decreto 45/1997, este acto por el que se produce el reconocimiento de la condición de acreedor del beneficiario de una subvención, está sujeto a fiscalización previa, salvo que reglamentariamente se haya sustituido esta forma de control y teniendo en cuenta que son aplicables a esta fiscalización todas aquellas especialidades respecto a su ejercicio que puedan derivarse de la normativa presupuestaria (fiscalización plena por muestreo, fiscalización previa limitada, sustitución por control financiero, etc).

Por lo que se refiere al último apartado del artículo 12 de la Ley 2/1995:

e) La intervención de la aplicación o empleo de la cantidad concedida en la subvención.”

La Circular 1/1997, de 26 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan instrucciones sobre la comprobación material del gasto en contratos, convenios y subvenciones, dice en su apartado 7º que 
“La presente circular no será de aplicación a las subvenciones gestionadas a través de entidades colaboradoras, reguladas en el artículo 5.3 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, las cuales quedarán sometidas al control financiero que corresponde ejercer a la Intervención General”

Es necesario destacar en este punto que corresponde al Interventor General establecer los supuestos en los que procede designar representante de Intervención en la comprobación material, quedando establecida mediante esta Circular el supuesto específico en el que no es necesaria la asistencia de Interventor en esta fase.
Respecto a la modalidad de control, el Decreto 210/1995, de 27 de julio, por el que se restablece la modalidad de intervención previa plena en la Comunidad de Madrid, no establece especialidad alguna para las subvenciones.
Las referencias de diversas normas a que las entidades colaboradoras quedan sujetas a control financiero no se pueden entender como que existe una sustitución del régimen de fiscalización de los procedimientos de selección de beneficiarios, sino que debe interpretarse en el sentido de que su actuación queda sujeta a tales controles. 

Debe tenerse en cuenta que las entidades colaboradoras como órganos que gestionan fondos públicos están sujetas a los principios generales debiendo liquidar y devolver en el momento en que ya no se vayan a utilizar los fondos percibidos, bien por aplicación de alguna de las normas generales presupuestarias o de gasto o en el caso de reintegros, devoluciones a iniciativa del perceptor o cualquier otra circunstancia que determine la imposibilidad de entrega de los fondos a sus beneficiarios.

La actuación de la entidad colaboradora en este sentido sí queda sujeta a control financiero puesto que en casos como el que nos ocupa en el que los fondos han sido anticipados,  genera un ingreso cuya fiscalización previa, de acuerdo con el artículo 2 del Decreto  210/1995 ha sido sustituida por las actuaciones comprobatorias posteriores que determine la Intervención General de la Comunidad de Madrid, siendo de aplicación de acuerdo con la Circular 2/1997, de 27 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, de Control Financiero, el control financiero posterior.

CUARTA.- Línea de subvenciones objeto de consulta.

El expediente concreto sobre el que se realiza la consulta recoge un procedimiento de concesión directa con pluralidad de beneficiarios en el que se aprueba la base reguladora mediante Acuerdo de Consejo de Gobierno de 31 de julio de 2014.  En dicha base se encuentra la posibilidad de gestión a través de entidad colaboradora. 

Para la selección de la entidad colaboradora se convoca, según se recoge en el propio Acuerdo, en régimen de concurrencia y publicidad, igualdad y no discriminación, un procedimiento del que resulta la designación como entidad colaboradora de la Asociación Madrid Network, firmándose posteriormente el correspondiente convenio.
De conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo (artículo octavo) y en el convenio suscrito con la Asociación Madrid Network (cláusula quinta) la Comunidad de Madrid transfirió la totalidad del crédito asignado a la línea de ayudas, 8.000.000 € a la Entidad Colaboradora en el plazo de 15 días desde la suscripción del convenio, mediante documento OK …………… aprobado el 30 de septiembre de 2014, dado que entre las funciones que debía realizar la entidad colaboradora se encuentra la entrega y distribución de fondos a los beneficiarios. 

El traspaso de fondos a la entidad colaboradora se realiza en su condición de agente intermediario de pagos sin que este hecho afecte a la aplicación de la normativa de gasto y procedimental a que está sujeto el órgano concedente, tal y como se expuso anteriormente.
Siendo Madrid Network una entidad privada, los actos necesarios para la ejecución del proceso de gasto no pueden ser delegados en la misma por lo que deben ser realizados por los órganos competentes de la Comunidad de Madrid.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 12 de la Ley 2/1995, los actos por los que se conceden las subvenciones se fiscalizaron con carácter previo a la adopción del acto administrativo correspondiente. En este sentido es necesario señalar que en estos casos excepcionales de concesión directa, cada procedimiento administrativo se inicia a solicitud de interesado y finaliza con cada una de las resoluciones de concesión, notificables a los interesados con independencia de que se publiquen si el órgano gestor lo considera necesario o conveniente. 
De acuerdo con lo previsto en la Ley 9/1990, está sujeto a fiscalización previa el acto de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago, que de acuerdo con lo dispuesto en el artículo octavo del Acuerdo de Consejo de Gobierno se producirá con posterioridad a la presentación de la justificación por parte del beneficiario y cuya entrega al beneficiario corresponde a la entidad colaboradora.
Analizadas las concesiones y el anticipo realizado a la entidad colaboradora, se aprecia que no se pueden realizar más concesiones con cargo a los créditos anticipados a la entidad colaboradora, por imposibilidad derivada de la normativa presupuestaria y de subvenciones, así como por el propio diseño de la línea de subvención, por lo que debe procederse a la primera liquidación de la diferencia entre los fondos entregados a la entidad colaboradora y los que esta deberá entregar a los destinatarios, produciéndose la devolución de la diferencia, sin perjuicio de que en la fecha correspondiente prevista en el convenio se proceda a la liquidación definitiva de la línea de ayudas con relación a los pagos efectivos. Esta actuación de la entidad colaboradora, es la que estaría sujeta a control financiero al derivar de ella un ingreso para la Comunidad de Madrid.
Cabe por último señalar que una vez analizada la línea de ayudas en su conjunto, se aprecia que debería revisarse la planificación de estas subvenciones puesto que durante el ejercicio 2014 se inicia la tramitación de dos Acuerdos sustancialmente idénticos, uno publicado en julio y otro en diciembre, (salvo lo que se refiere a las fechas de aplicación), cuando aparentemente existiendo una necesidad que justifica la utilización de un procedimiento excepcional, lo procedente es establecer un Acuerdo genérico aplicable tantas veces como sea necesario, un único procedimiento para la selección de entidad colaboradora que puede realizar las funciones encomendadas durante cuatro ejercicios (prorrogables) y las órdenes de disponibilidad de crédito que resulten necesarias, con un plazo abierto y una resolución singularizada para cada uno de los beneficiarios. El establecimiento de un plazo tan limitado de presentación de solicitudes es propio del procedimiento de concurrencia competitiva simplificada y puede llevar igualmente a que no se puedan conceder la totalidad de los créditos declarados disponibles.
Con base en lo expuesto en las anteriores consideraciones esta Intervención General formula las siguientes 

CONCLUSIONES
PRIMERA.- El traspaso de fondos a la entidad colaboradora se realiza en su condición de agente intermediario de pagos sin que este hecho afecte a la aplicación de la normativa de gasto y procedimental a que está sujeto el órgano concedente.

SEGUNDA.- Es necesaria la existencia de un acto de concesión y de un acto de reconocimiento de la obligación mediante el cual el beneficiario de las ayudas obtiene la consideración de acreedor de la Comunidad de Madrid. Ambos actos son fiscalizables.

TERCERA.-  Son aplicables a la fiscalización de subvenciones los artículos 85,86,87 y 88 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, por lo que la modalidad de fiscalización será la determinada por la aplicación de estos artículos.
CUARTA.- De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 210/1995, de 27 de julio, por el que se restablece la modalidad de intervención previa plena en la Comunidad de Madrid, dado que no establece especialidad alguna para las subvenciones, será este el sistema de control de las mismas, si bien la actuación de la entidad colaboradora quedará sujeta a control financiero de acuerdo con lo previsto en el artículo 2 del citado Decreto.
QUINTA.- Dado que en el caso concreto del expediente sometido a consulta, no es posible realizar más concesiones con cargo a los créditos anticipados a la entidad colaboradora, debe procederse a la primera liquidación correspondiente a la diferencia entre los fondos entregados de forma anticipada a la entidad colaboradora y los que esta deberá abonar a los beneficiarios, sin perjuicio de que en la fecha correspondiente prevista en el convenio se proceda a la liquidación definitiva de la línea de ayudas con relación a los pagos efectivos. Esta actuación de la entidad colaboradora, estaría sujeta a control financiero al derivar de ella un ingreso para la Comunidad de Madrid.
SEXTA.-De acuerdo con lo dispuesto en la Circular  1/1997, de 26 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan instrucciones sobre la comprobación material del gasto en contratos, convenios y subvenciones, en su apartado 7º, las subvenciones gestionadas a través de entidades colaboradoras, reguladas en el artículo 5.3 de la Ley 2/1995, de 8 de marzo, quedarán sometidas al control financiero que corresponde ejercer a la Intervención General.

� Debe tenerse en cuenta que el presente informe recoge aspectos generales referidos a las entidades colaboradoras pero centrados en su mayor parte en el objeto de consulta, es decir la colaboración a través de  entidades privadas. La gestión a través de entidades públicas nos llevaría a analizarlas desde perspectivas diferentes que solamente en algunos aspectos quedan recogidas a lo largo del mismo. 


� La fase de disposición en el supuesto de la existencia de entidad colaboradora no exige necesariamente el anticipo de la totalidad de la cantidad destinada al otorgamiento de las subvenciones, especialmente si el abono a los beneficiarios no está previsto con carácter anticipado. 
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